	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO
En el juicio de cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales seguido por el ciudadano RAFAEL SIMÓN MORÁN ARTEAGA, representado por los abogados Beatriz de Benítez y Alida Querales de Pavone, contra el ciudadano RICARDO ANTONIO MARTÍNEZ y solidariamente contra la sociedad mercantil TRANSPORTE “C.A. INVERMARCA”, representado el primero, por los abogados Morela Irene Pineda, Milagros del Valle Arocha, Norma Hinds y Jairo Santeliz, y la segunda, sin representación legal acreditada en autos, el Juzgado Superior Primero para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, conociendo de la apelación del codemandado Ricardo Antonio Martínez, en sentencia publicada el 28 de junio de 2004, declaró con lugar el recurso interpuesto, y sin lugar la demanda, revocando la decisión proferida por el  Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, Tránsito y Trabajo del Municipio Puerto Cabello de la misma Circunscripción Judicial, que declaró con lugar la demanda.

Contra esa decisión, por escrito presentado oportunamente en fecha 6 de julio de 2004, la parte actora interpuso el recurso de control de la legalidad previsto en el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Recibido el expediente, fue admitido por esta Sala de Casación Social el 13 de diciembre de 2004. No hubo contestación.

En fecha 17 de enero del año en curso, tomaron posesión de sus cargos los Magistrados designados para la Sala de Casación Social, por la Asamblea Nacional, según Gaceta Oficial del 14 de diciembre de 2004, doctores LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ y CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA, en virtud de lo cual esta Sala queda conformada por cinco magistrados a partir de la fecha arriba indicada.

Concluida la sustanciación del recurso, se fijó la audiencia oral, pública y contradictoria para el día 12 de abril de 2005, bajo la ponencia del Magistrado Juan Rafael Perdomo.

Siendo la oportunidad para decidir lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones:

RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD
En el caso concreto, señala la recurrente, que la sentencia recurrida incurre en reformatio in peius, al desmejorar la condición del trabajador, porque declaró sin lugar la demanda que había sido decidida a su favor en primera instancia, contraviniendo así la doctrina que tiene establecida la Sala, respecto al alcance de la denominada reformatio in peius, citando para ello la sentencia de fecha 4 de mayo de 2004, expediente N° 10-112. Asimismo, sostiene que la recurrida violó las normas contenidas en los artículos 1°, 2°, 10, 16, 39, 108, 327 al 332 de la Ley Orgánica del Trabajo; así como los artículos 1°, 6°, 8°, 15, 16, 20 literal a), 21, 29 y 41 literal a); 77, 83, 101 y 106 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, en menoscabo de su derecho a la defensa y al debido proceso. De igual forma, denuncia la infracción del artículo 168 numeral 2° de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, por violar las máximas de experiencia.

La Sala observa:

 La presente causa versa sobre una demanda por cobro de prestaciones sociales incoada solidariamente contra una persona natural y jurídica. La persona natural, representada por el ciudadano Ricardo Antonio Martínez y la jurídica, por la sociedad mercantil Transporte “C.A. Invermarca”, ordenándose la citación de esta última, en la persona del ciudadano Ricardo Antonio Martínez, con el carácter de patrono y representante legal, respectivamente, tal y como fue solicitado en el escrito libelar. 

Agotada la fase de citación de las codemandadas, compareció al acto de la contestación de la demanda, el ciudadano Ricardo Antonio Martínez, en forma personal, y de conformidad con lo previsto en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, alegó la falta de cualidad e interés del demandado para sostener el juicio, por no ser el patrono ni representante de la empresa codemandada de acuerdo con el artículo 51 de la Ley Orgánica del Trabajo, porque a su decir desconoce cuál es el objeto de la empresa demandada y quiénes son sus representantes.

Sustanciado el procedimiento y evacuadas las pruebas promovidas por las partes, el a quo declaró sin lugar la falta de cualidad alegada y con lugar la demanda, condenando al pago de los conceptos reclamados a los accionados solidariamente. Apelada dicha decisión por el codemandado en forma personal, ciudadano Ricardo Antonio Martínez, la Alzada, con vista de las pruebas promovidas y su respectiva valoración, decidió primeramente la falta de cualidad alegada, declarándola procedente respecto a ambos codemandados, argumentando que la parte actora no logró demostrar con los medios probatorios aportados al proceso, ni tampoco a través de la consignación en autos de los estatutos sociales de la empresa, la conformación de su junta directiva y qué personas la obligan, para así poder determinar si el ciudadano Ricardo Antonio Martínez, era el representante legal de la sociedad mercantil Transporte, C.A. Invermarca. Con base en dichas consideraciones, y al haber prosperado la defensa opuesta, declaró sin lugar la demanda, revocando la decisión dictada en primera instancia. 

Ahora bien, como quiera que en el caso objeto del presente recurso de control de la legalidad, fue opuesta como punto previo la falta de cualidad de la empresa codemandada, por no tener la persona en quien recayó la citación practicada, el carácter que se le atribuye, considera esta Sala, luego de una revisión exhaustiva del expediente, así como de las pruebas aportadas al proceso por ambas partes, que efectivamente tal y como lo señala la recurrida, la parte actora no logró demostrar que el ciudadano Ricardo Antonio Martínez, ostenta el carácter que le fue atribuído de representante legal de la empresa codemandada Transporte, C.A. Invermarca, lo cual trae como consecuencia no la falta de cualidad sino la falta absoluta de citación. En ese sentido, y al no haberse agotado la citación en forma personal ni por carteles de conformidad con lo previsto en la Ley, ha debido la recurrida ordenar la nulidad y reposición de la causa al estado de practicarse la citación, y no entrar a decidir el fondo de la controversia.
 Atendiendo a las consideraciones mencionadas, y tratándose el caso de autos de una demanda incoada en forma solidaria contra una persona natural y jurídica, respectivamente, a criterio de la Sala, al no haberse agotado la citación de codemandada Transporte C.A. Invermarca, la recurrida violó las normas de orden público, relacionadas con la citación, al no permitírsele comparecer y dar contestación a la demanda que le fue incoada, así como los artículos 15, 206, 208 y 216 del Código de Procedimiento Civil, y el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, al no ordenar la reposición de la causa al estado de que se corrigiera el error en la citación de la codemandada de conformidad con las normas que la regulan en materia laboral.

Como consecuencia de lo anterior, y siendo la citación una formalidad necesaria para la validez del juicio de conformidad con el artículo 216 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con lo previsto en el artículo 50 de la hoy derogada Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, aplicables para el momento en que fue tramitada la presente causa, estima la Sala, anular el fallo recurrido y en consecuencia ordenar la reposición de la causa al estado de notificación de las codemandadas Transporte, C.A. Invermarca y Ricardo Antonio Martínez, para la celebración de la audiencia preliminar, de conformidad con lo establecido en el artículo 126 y siguientes de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, toda vez que con el nuevo procedimiento creado a los fines de sustanciar y decidir las causas laborales, no debe agotarse la citación del demandado en las formas previstas en los artículos 52 de la Ley Orgánica del Trabajo y 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, los cuales quedaron derogados con la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo de conformidad con lo previsto en el artículo 194.

Consecuente con lo expuesto, y con base en el Título IX de la Vigencia y Régimen Procesal Transitorio, Capítulo II del Régimen Procesal Transitorio de las Causas en Primera Instancia, se ordena de conformidad con el artículo 197 ordinal 1°, la remisión de la presente causa al Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, a fin de que previo el avocamiento del Juez de la causa, se ordene la notificación de las partes a los fines de la celebración de la audiencia preliminar en la forma y tiempo establecido en la Ley.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1º CON LUGAR el recurso de control de la legalidad propuesto por la actora recurrente, y en consecuencia se anula la sentencia proferida por el Juzgado Superior Primero para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, en fecha 28 de junio de 2004; y, 2° LA REPOSICIÓN DE LA CAUSA, al estado de que el Juzgado de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, previo el avocamiento de la presente causa, ordene la notificación de las partes a los fines de la celebración de la audiencia preliminar.

No hay condenatoria en costas dada la naturaleza de la presente decisión. 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Coordinación Judicial del Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, a fin de que lo remitan al Juzgado de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, a los fines señalados. Remítase copia certificada del presente fallo al Tribunal Superior de origen, todo de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

La presente decisión no la firman los Magistrados OMAR MORA DÍAZ y CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA, por no haber estado presente en la audiencia pública correspondiente.
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  veinte  (20) días del mes de abril de dos mil cinco. Años: 195º de la Independencia y 146º de la Federación.

El Presidente de la Sala,

___________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

El Vicepresidente,
                                                           Magistrado y Ponente,

______________________________                          _________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ
                         JUAN RAFAEL PERDOMO

Magistrado,




                 Magistrada,

_____________________                            __________________________________

ALFONSO VALBUENA C.                        CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

El Secretario, 

____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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Nota: Publicada en su fecha a las

                                                                                                El Secretario,

